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PETICION 615-04

ADMISIBILIDAD

ANTONIO MARÍA RIVERA MOVILLA Y OTROS

COLOMBIA 

8 de noviembre de 2012

I. RESUMEN

1. El 8 de julio de 2004, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición en la cual se alega la responsabilidad de la República de Colombia (en adelante “el Estado” o “el Estado colombiano”) por la muerte de Antonio María Rivera Movilla (en adelante “la presunta víctima”), ocurrida entre el 23 y 24 de febrero de 2003 en el Departamento de Magdalena, así como la falta de esclarecimiento judicial de los hechos. De igual forma, se alegan violaciones al derecho a la integridad personal, a la propiedad privada y el derecho de circulación y residencia en perjuicio de sus familiares
. La petición fue presentada por Lenin Ernesto Rivera Escolar (en adelante “el señor Lenin”), hijo de la presunta víctima, y posteriormente, la Comisión Colombiana de Juristas se constituyó como peticionaria ante la CIDH.
2. Los peticionarios sostienen que el Estado es responsable por la violación de los artículos 4, 5, 7, 8, 13, 21, 22 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana”) en relación con el artículo 1.1 del mismo Tratado y los artículos 1, 2, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Por su parte, el Estado alega que el reclamo es inadmisible en vista de que no se han agotado los recursos de la jurisdicción interna de conformidad con el artículo 46.1.a) de la Convención Americana y que no expone hechos que tiendan a caracterizar posibles violaciones a los derechos contenidos en dicho instrumento. 

3. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar la petición admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 2, 4, 5, 7, 8, 21, 22 y 25 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1, y de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Asimismo, decidió declarar inadmisible la petición respecto de la presunta violación del artículo 13 de la Convención Americana, notificar el informe a las partes y ordenar su publicación en su informe anual a la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA CIDH

4. La Comisión recibió la petición y la registró bajo el número 615-04 y, tras efectuar un análisis preliminar, el 29 de mayo de 2007, la Comisión transmitió al Estado las partes pertinentes de la petición para que presentara sus observaciones. El 30 de julio de 2007, el Estado solicitó una prórroga para presentar su respuesta, la cual fue concedida. El 20 de noviembre de 2007, se recibió la respuesta del Estado y fue trasladada al peticionario para sus observaciones. 

5. El 4 de febrero de 2008, la Comisión Colombiana de Juristas solicitó ser reconocida como peticionaria en el trámite del presente asunto. El 25 de marzo de 2009, los peticionarios solicitaron una prórroga para presentar sus observaciones, la cual fue otorgada por la Comisión. 

6. El 15 de enero de 2011, los peticionarios presentaron su respuesta, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones. Mediante escritos de fecha 22 de febrero, 6 de abril y 19 de mayo de 2011, el Estado solicitó prórrogas las cuales fueron respectivamente otorgadas por la Comisión. El 24 de junio de 2011, se recibió la respuesta del Estado y se trasladó a los peticionarios para su conocimiento. 

III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios

7. Como antecedentes, los peticionarios se refieren a la situación en la denominada región de Zapayán
 en el Departamento de Magdalena. Sostienen que para la época en la que habrían ocurridos los hechos objeto de la presente petición –en el año 2003-, hacían presencia en la zona miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), quienes alegan ejercían un control político y económico en la región con la aquiescencia y colaboración de autoridades políticas y de la Fuerza Pública, a través de ciertos acuerdos que existían entre éstos para “consolidar mayorías electorales” en la región. Aducen que bajo estas circunstancias se habría propiciado un contexto de graves violaciones a los derechos humanos en el Departamento de Magdalena, y en el cual se enmarcan los hechos de la presente petición. Destacan que esta situación habría sido constatada por la Corte Suprema de Justicia (en adelante “CSJ”) en varias de sus decisiones en las que se refirió a las “alianzas” existentes entre agentes estatales y grupos paramilitares que operaban en la zona
. 

8. Los peticionarios sostienen que los elementos de contexto descritos deben ser considerados en el análisis de la presente petición, a los fines de establecer la naturaleza de las violaciones que se alegan y las circunstancias en las que habrían sido cometidas, a manera de poder establecer las “consecuencias jurídicas” a que haya lugar, de conformidad con lo establecido por la jurisprudencia de la Corte Interamericana y las decisiones de la CIDH. 

9. En cuanto a los hechos, los peticionarios alegan que en la madrugada del 23 de febrero de 2003, Antonio Rivera salió de su residencia ubicada en el corregimiento de Heredia del Municipio Pedraza en el Departamento de Magdalena, acompañado de Orlando Salgado Parody y Felson Acuña Perea, con la finalidad de asistir a una “reunión” a la cual habría sido convocado por una persona identificada con el alias de “Codazzi” 
. Los peticionarios alegan que esta persona sería uno de los líderes que dirigía las operaciones de un grupo paramilitar perteneciente a las AUC, que hacía presencia en la zona, y que previamente habría contactado “insistentemente” a Antonio Rivera –vía telefónica- para que accediera a un encuentro que le habría sido planteado como de “carácter obligatorio” y en tono amenazante. Alegan que el señor Rivera “venía siendo extorsionado” a través de ciertas “exigencias económicas” presuntamente demandadas por paramilitares que hacían presencia en la zona. Aducen que la presunta víctima se habría dirigido al corregimiento Caño del Agua “donde fue entregado por las personas que lo acompañaban, al grupo paramilitar” con el que debía reunirse. 

10. Los peticionarios alegan que Antonio Rivera habría permanecido retenido por presuntos miembros del grupo paramilitar comandado por alias “Codazzi”, aproximadamente por 24 horas, tiempo durante el cual habría sido coaccionado física y psicológicamente para que accediera a firmar las escrituras de venta de varias fincas de su propiedad, pero que tras haberse negado, estas personas habrían decidido causarle la muerte. Indican que el cuerpo de Antonio Rivera fue encontrado el 24 de febrero de 2003 en el corregimiento de Heredia del Municipio Pedraza y fue trasladado al Hospital Municipal por la gente del pueblo.

11. Sostienen que desde el momento en que Antonio Rivera fue retenido y con posterioridad a su muerte, varias de sus propiedades habrían sido violentadas por miembros del grupo paramilitar que le habría dado muerte. Indican que el 23 de febrero de 2003, presuntos paramilitares se habrían dirigido a tres fincas de propiedad de la presunta víctima y procedieron a llevarse “todo el ganado, tractores y demás bienes” y habrían amenazado a los trabajadores que se encontraban presentes. Alegan que durante aproximadamente tres días, las propiedades de Antonio Rivera fueron desocupadas y que pese a que éste habría sido un hecho ampliamente conocido por los habitantes de la zona y sobre el cual los cuerpos de seguridad habrían tenido conocimiento, el Estado no habría tomado ninguna medida efectiva para proteger las propiedades de la presunta víctima. 

12. Aducen que varios días después de lo ocurrido, los familiares de la presunta víctima habrían recibido en su residencia la visita de una persona que se identificó como “emisario” del grupo paramilitar presuntamente involucrado, quien les habría indicado que “los paracos ya eran los dueños de las fincas [de Antonio Rivera]” y que debían proceder a las ventas de las mismas y demás bienes, a las personas y al precio que éstos les indicaran. Alegan que tres días después, Lenin Ernesto Rivera recibió una llamada en la que habría sido amenazado para que procediera a la venta de las propiedades y se le advirtió que no podía permanecer en éstas. Alegan que por haberse negado a estas demandas, los familiares de la presunta víctima habrían sido objeto de constantes amenazas, lo que habría causado que tuvieran que desplazarse del lugar donde vivían, como medida de protección a su vida e integridad personal. De igual forma, sostienen que también se habrían visto privados de “usar, gozar y disponer” de los bienes que, por ser los herederos de Antonio Rivera, les corresponden y tampoco habrían recibido indemnización por su hurto y ocupación.  

13. Los peticionarios indican que los hechos narrados fueron denunciados ante la Seccional de Policía Judicial e Investigación (“SIJIN”), el Grupo de Acción Unificada por la Libertad Personal (“GAULA”) Seccional de Magdalena, y ante la Unidad de Derechos Humanos y de Delitos contra el Patrimonio Económico de la Fiscalía General de la Nación (en adelante “FGN”). Señalan que la Unidad de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la FGN, inició una investigación en el marco de la cual se habría presentado resolución de acusación contra dos personas sumadas a los procesos de desmovilización de grupos armados ilegales iniciados en Colombia. No obstante, alegan que en el marco de dicho proceso, las autoridades a cargo de la investigación no habrían actuado con debida diligencia y en los términos requeridos por la Convención Americana, por lo que éste no habría resultado un recurso efectivo para lograr el esclarecimiento de los hechos, sancionar y juzgar a los responsables. 

14. Al respecto, sostienen que el proceso iniciado en el fuero penal ordinario, se habría caracterizado por la falta de las garantías del debido proceso legal, por las graves omisiones en las que habrían incurrido las autoridades. Por una parte, aducen que el Estado no ha investigado los patrones de actuación conjunta entre agentes estatales y miembros de grupos armados ilegales, y que en efecto, no habría sido vinculado a la investigación ningún agente del Estado. Por otra parte, alegan que el Estado ha fallado en su deber de actuar con debida diligencia en el juzgamiento y sanción de particulares presuntamente responsables por los hechos. En ese sentido, señalan que el líder paramilitar Rodrigo Tovar Pupo, alias “Jorge 40”, habría sido extraditado a los Estados Unidos de América en el año 2008 por las autoridades colombianas, sin que fuese vinculado a la investigación ni se pudiera establecer su nivel de responsabilidad por los hechos ocurridos. Agregan que por la falta de colaboración entre las propias autoridades colombianas, uno de los presuntos responsables, Omar Montero Martínez, habría podido evadir comparecer ante la justicia, tras haberse desmovilizado en marzo de 2006, ya que las autoridades a cargo de dicho proceso, no habrían intercambiado la información necesaria para que la Fiscalía pudiera identificarlo como la persona requerida e identificada con el alias de “Codazzi”. Al respecto, aclaran que esta persona estaría siendo procesada por los hechos de la presente petición como “persona ausente”.
15. Asimismo, los peticionarios alegan que en la presente petición son aplicables las excepciones establecidas en el artículo 46.2 de la Convención. En primer término sostienen que al momento en que fue presentada la petición, resultaba aplicable la excepción prevista en el artículo 46.2.b) del referido instrumento ya que el proceso penal no habría sido conducido con observancia a las garantías de independencia e imparcialidad. Al respecto, alegan que la persona que inicialmente habría estado a cargo de la investigación como titular de la Fiscalía 32 Especializada de Barranquilla de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario (en adelante “Fiscalía 32 Especializada”), habría sido posteriormente procesada por presuntos vínculos con miembros del grupo armado ilegal involucrado en los hechos de la presente petición
. En ese sentido, objetan los alegatos del Estado (ver Infra III.B) sobre la presunta falta de colaboración de los familiares de la presunta víctima en el proceso, teniendo en cuenta las circunstancias en las que se adelantaba el proceso penal y adicionalmente sostienen que, por tratarse de un caso donde se alegan graves violaciones a los derechos humanos, la actividad procesal de los familiares no puede ser considerado como un “criterio determinante” para impulsar la investigación penal. 

16. En segundo término, los peticionarios alegan que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46.2.c) de la Convención, por el retardo injustificado en el proceso penal iniciado a nivel interno, en vista que a pesar del tiempo transcurrido desde la ocurrencia de los hechos, no se ha logrado el esclarecimiento judicial de los mismos. Aducen que esta sería la excepción que debe considerarse en el presente análisis de admisibilidad, y que para ello deben tenerse en cuenta los elementos que habrían configurado el alegado retardo injustificado, entre éstos: i) la extradición hecha por el Estado de algunos de los presuntos implicados en los hechos; ii) la alegada falta de diligencia e imparcialidad de las autoridades a cargo de la investigación penal; y iii) la falta de vinculación de agentes estatales por su participación en los hechos.  

17. En suma, los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los derechos protegidos en los artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana, y de los artículos 1, 2, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de Antonio María Rivera Movilla; y de los artículos 5, 21 y 22 en perjuicio de sus familiares. Respecto de éstos últimos, los peticionarios también alegan que el Estado ha incurrido en la violación de los derechos a las garantías judiciales, protección judicial y el derecho a la verdad, consagrados en los artículos 8, 13 y 25 de la Convención Americana. 

B.
Posición del Estado
18. En primer término, el Estado alega que deben ser descartados los alegatos de contexto planteados por los peticionarios. Al respecto, sostiene que: i) conforme a los precedentes establecidos por la Corte Interamericana, no sería jurídicamente viable utilizar el simple contexto para derivar y caracterizar una presunta responsabilidad del Estado; ii) el contexto alegado por los peticionarios no ha sido debidamente probado, lo cual es esencial dado que se alega que ha existido un política del Estado colombiano de tolerancia frente a prácticas generalizadas de violaciones de derechos humanos
; y iii) tampoco ha sido probado el nexo causal entre los hechos concretos de la petición y el contexto alegado. Sobre este último punto, el Estado rechaza las referencias de los peticionarios sobre la sentencia de la CSJ de 12 de mayo de 2000 (supra III.A), puesto que considera que se refiere a hechos ocurridos con anterioridad a los de la presente petición, y por lo tanto no guardan relación alguna. En consecuencia, solicita que se limite el marco fáctico únicamente a los hechos específicos del reclamo bajo estudio.

19. En ese sentido y de forma general, el Estado no controvierte los hechos “concretos” presentados en la denuncia en cuanto que la presunta víctima habría sido asesinada el 23 de febrero de 2003 en el corregimiento de Heredia, Municipio de Pedraza – Departamento de Magdalena, y que al sitio a donde se dirigió ese día, habría sido acompañado por Orlando Rafael Salgado Parody y Felson Rafael Acuña. Tampoco objeta las denuncias relativas a los presuntos hurtos cometidos contra ciertos bienes que eran propiedad de Antonio Rivera. Indica que las autoridades tuvieron conocimiento de lo sucedido, por la denuncia realizada por los familiares y allegados de la presunta víctima ante el Gaula del Atlántico en Barranquilla y de la ciudad de Santa Marta en fecha 24 de febrero de 2003. Agrega que, inmediatamente, las autoridades municipales se trasladaron al lugar donde fue encontrado el cuerpo del señor Rivera, “en búsqueda de evidencia”.

20. En segundo término, el Estado alega que la petición no cumple con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana, dado que existe un proceso penal a nivel interno que aún no han concluido, y que por ser éste el mecanismo adecuado y efectivo disponible en la jurisdicción interna para remediar la situación jurídica presuntamente infringida, se hace obligatorio su agotamiento conforme a los estándares establecidos en el Sistema Interamericano y el principio de subsidiariedad. 

21. Al respecto, el Estado alega que viene dando cumplimiento a su obligación internacional, a través de la actividad desplegada por las autoridades internas a cargo del proceso penal iniciado para esclarecer la verdad de lo sucedido, y lograr la identificación y eventual juzgamiento de los responsables. En ese sentido, presenta el detalle de las diligencias realizadas adelantadas por la Fiscalía 32 Especializada. Indica que se habría logrado identificar a dos personas como presuntos responsables (Fedor Jorge Nader Julio y Omar Montero Martínez, alias “Codazzi”), contra quienes se dictó medida de detención preventiva en marzo de 2009, y resolución de acusación el 5 de noviembre de 2009, la cual fue confirmada en segunda instancia el 10 de febrero de 2010
. Indica que el 16 de marzo de 2010 la causa habría sido remitida al Juzgado Penal del Circuito Especializado de Santa Marta y que entre septiembre de 2010 y mayo de 2011, se habría realizado la práctica de pruebas en el juicio
. Agrega que el 22 de agosto de 2003, fue admitida la “demanda de parte civil” dentro del proceso penal, en representación de los familiares de la presunta víctima, mecanismo que habría permitido su participación activa en el proceso.

22. El Estado objeta los alegatos de los peticionarios sobre: i) la falta de vinculación a la investigación de Rodrigo Tovar Pupo, alias “Jorge 40”, y señala que el 21 de agosto de 2008, se abrió instrucción en su contra
; ii) la falta de vinculación de agentes estatales al proceso, respecto a lo cual indica que “ni las víctimas, especialmente el señor Lenin Ernesto Rivera Escolar, ni sus familiares […] han vinculado o citado a funcionario o servidor público alguno”; y ii) la falta de vinculación de Felson Acuña, dado que no se contaría con acervo probatorio suficiente para señalarlo como autor o cómplice en los hechos. Añade que existe una investigación previa destinada a lograr la identificación de otros presuntos responsables por su participación en los hechos. 

23. Frente al alegato de los peticionarios relativo al retardo injustificado en la resolución de los recursos internos, el Estado sostiene que no se puede considerar sólo el paso del tiempo para establecer la razonabilidad del plazo en la que se ha desarrollado el proceso, sino que deben ser tomados en cuenta: i) la complejidad del asunto, ii) la actividad procesal del interesado, iii) la conducta de las autoridades judiciales; y iv) la razonabilidad del plazo en el conjunto del trámite. En ese sentido, reitera la diligencia con que ha sido adelantada la labor investigativa por parte de la Fiscalía, garantizando de esta forma el acceso a la justicia a los familiares de la presunta víctima, y alega que éstos no habrían prestado la colaboración requerida por las autoridades. Al respecto, se refiere especialmente a las denuncias relativas a los bienes propiedad de la presunta víctima que habrían sido hurtados luego de su muerte, y respecto de los cuales es necesario establecer su preexistencia y titularidad, bien sea para lograr su recuperación o para dictar las medidas de protección necesarias. 

24. Adicionalmente, el Estado sostiene que, teniendo en cuenta la complejidad de los hechos denunciados, y que varios de los imputados en el proceso interno se habrían acogido a la denominada “Ley de Justicia y Paz”, el cumplimiento del requisito del plazo razonable también debe ser analizado teniendo en cuenta la naturaleza del proceso seguido por los hechos de la presente petición. Al respecto, sostiene que se estarían tomando las medidas pertinentes para garantizar los derechos de las presuntas víctimas a la verdad, justicia y reparación. Con base en estas consideraciones, el Estado alega que no serían aplicables las excepciones al agotamiento de los recursos internos establecidas en el artículo 46.2 de la Convención Americana. 

25. En tercer término, el Estado alega que la petición es inadmisible en vista de que los reclamos no caracterizan violaciones a la Convención Americana de conformidad con su artículo 47(b).  Al respecto, alega que los hechos denunciados son imputables de manera exclusiva a terceros pertenecientes a un grupo armado ilegal, y que en el reclamo bajo estudio no se configuran los requisitos exigidos –de conformidad con los estándares desarrollados por la jurisprudencia interamericana- para atribuir responsabilidad internacional por tales actos. Sostiene que los peticionarios no han acreditado prima facie que exista un nexo que permita establecer la vinculación entre los hechos presuntamente perpetrados por grupos armados ilegales y la participación de agentes estatales en éstos, bien sea por acción u omisión, con su colaboración o aquiescencia. Alega que tampoco ha sido probado que el Estado hubiese tenido conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para la presunta víctima, y que no hubiese tomado medidas de prevención y protección efectivas y razonables para evitar que dicho riesgo se materializara. Asimismo, reitera su rechazo sobre las afirmaciones de contexto de los peticionarios en cuanto a la existencia de una política generalizada del Estado colombiano de apoyo o tolerancia a la permanencia de grupos armados ilegales en la zona donde habrían ocurrido los hechos.
26. Finalmente, el Estado alega que, conforme a lo dispuesto en la Convención Americana y su Reglamento, la Comisión carece de competencia ratione materiae para conocer de presuntas violaciones al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, específicamente sobre su artículo 12, relativo al derecho de circulación y residencia, cuya violación ha sido alegada por los peticionarios.  
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión
27. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado colombiano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. Colombia es un Estado parte de la Convención Americana desde el 31 de julio de 1973 y de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura desde el 19 de enero de 1999, fechas en las que depositó su instrumento de ratificación, respectivamente. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer de la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio colombiano. 

28. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione materiae, dado que en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana y la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

29. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana. Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

30. Según establece el Reglamento de la Comisión, y lo expresado por la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte del peticionario, tiene la carga de demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema de derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.

31. En el presente caso el Estado alega que la petición no satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana y que no resultan aplicables las excepciones previstas para dicho requisito. Por su parte, los peticionarios alegan que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46.2.c) de la Convención Americana por el retardo injustificado en el esclarecimiento judicial de los hechos materia de la petición. 
32. En vista de los alegatos de las partes, corresponde en primer término, aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en la presente petición.  Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación pecuniaria. La Comisión considera que los hechos expuestos por los peticionarios comprenden la presunta vulneración de derechos fundamentales como la vida, la integridad y la libertad personal, que se traducen en la legislación interna en delitos perseguibles de oficio cuya investigación y juzgamiento debe ser impulsado por el Estado mismo
.

33. Surge de la información aportada por las partes que existe un proceso en la jurisdicción penal ordinaria en el marco del cual dos personas habrían sido acusadas por la Fiscalía 32 Especializada en noviembre de 2009 y, para mayo de 2011, esta causa se encontraría en etapa de juicio ante el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Santa Marta. Se indica que existiría una instrucción adelantada en contra del líder paramilitar Jorge 40, y que estaría siendo adelantada una investigación previa para lograr la identificación de otros presuntos responsables. Asimismo, algunos de los implicados en el proceso ordinario, estarían además siendo procesados en el marco de la Ley de Justicia y Paz. La CIDH no cuenta con información sobre quiénes serían las personas que se habrían acogido a dicha normativa y cuál sería el estado de las diligencias realizadas en virtud de su aplicación para el esclarecimiento de los hechos de la presente petición. En cuanto a la vinculación de Rodrigo Tovar al proceso, la Comisión tiene en cuenta que esta persona fue extraditada a los Estados Unidos de América en el año 2008
. 

34. A la luz de lo anterior, la Comisión observa que, transcurridos más de nueve años de ocurridos los hechos, en los procesos penales a nivel interno, no se habrían establecido de forma plena todos los niveles de responsabilidad en la autoría material e intelectual por los hechos de la presente petición. Por lo tanto, dadas las características de la presente petición, y el lapso transcurrido desde los hechos materia del reclamo, la Comisión considera que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46.2.c) de la Convención Americana respecto del retardo injustificado en el desarrollo de los procesos judiciales internos, por lo cual el requisito previsto en materia de agotamiento de recursos internos no resulta exigible.
35. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia. Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención American. Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.
2. Plazo de presentación de la petición

36. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al 46.2.c) de la Convención Americana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

37. En el presente caso, la petición fue recibida el 8 de julio de 2004, los presuntos hechos materia del reclamo se produjeron en el año 2003 y sus presuntos efectos en términos de la alegada falta en la administración de justicia se extenderían hasta el presente.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, así como el hecho de que los procesos penales se encuentran pendientes, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3. Duplicación de procedimiento internacional

38. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c) y 47.d) de la Convención. 

4. Caracterización de los hechos alegados

39. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que los alegatos de los peticionarios sobre el alcance de la presunta responsabilidad estatal respecto de los hechos materia del reclamo podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos contenidos en los artículos 4, 5 y 7 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana en perjuicio de Antonio María Rivera Movilla, y de los artículos 5, 8, 21, 22 y 25  del mismo instrumento, en perjuicio de sus familiares. Asimismo, dada la naturaleza de las alegadas violaciones descritas en la petición, en particular sobre la alegada afectación física y psicológica a la que habría sido sometida la presunta víctima previo a su muerte, así como la falta de esclarecimiento judicial de estos hechos, la Comisión considera que corresponde analizar en la etapa de fondo la posible responsabilidad del Estado por la presunta violación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

40. Por otra parte, la Comisión considera que los peticionarios no han presentado elementos suficientes para establecer la caracterización de una posible violación al artículo 13 de la Convención Americana, por lo que corresponde declarar dicha pretensión como inadmisible.
41. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen a los peticionarios identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.

42. En vista de los alegatos de los peticionarios respecto de la extradición del líder paramilitar Jorge 40, la Comisión también considerará en la etapa de fondo, el posible incumplimiento con las obligaciones establecidas en el artículo 2 de la Convención Americana en relación con la decisión sobre la extradición a la jurisdicción de un tercer Estado de uno de los posibles responsables de los hechos materia de la petición, quien habría estado a disposición de las autoridades judiciales vinculadas a la aplicación de la llamada Ley de Justicia y Paz
; y la presunta afectación para la obtención de justicia por los hechos objeto de la presente petición. 

V.
CONCLUSIONES
43. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 2, 4, 5, 7, 8, 21, 22 y 25 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1, y de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Asimismo, concluye que corresponde declarar inadmisible el reclamo respecto de la presunta violación del artículo 13 de la Convención Americana.
44. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos. 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE: 

1. Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 2, 4, 5, 7, 8, 21, 22 y 25 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1, y de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

2. Declarar inadmisible el presente caso con relación al artículo 13 de la Convención Americana
3. Notificar esta decisión al Estado colombiano y a los peticionarios.

4. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

5. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
�  Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión de la presente petición.


� En la petición se señalan como presuntas víctimas a los siguientes familiares del señor Rivera: Lenin Rivera Escolar, Martha Beatriz Rivera Movilla, Rodrigo Rafael Rivera Movilla, César Augusto Rivera Movilla, Leonides Cecilia Escolar Mendoza, Betzy Patricia Rivera Escolar y Antonio Miguel Rivera Escolar.


� Indican que esta región se ubica al margen izquierdo del Río Magdalena en sentido Barranquilla – Plato, y comprende los Municipios Zapayán, Chivolo, Pedraza, Tenerife, Concordia, Cerro de San Antonio, Sabanas de San Ángel, todos éstos con sus respectivos corregimientos y veredas.


� Específicamente, los peticionarios citan extractos de dos decisiones de la CSJ, la de 12 de mayo de 2000, en el proceso de única instancia seguido en contra del ex senador Jorge de Jesús Castro Castro; y de 18 de marzo de 2010 contra el ex senador Álvaro Araújo Castro. Asimismo, se refieren a los denominados “Pacto de Chivolo y Pivijay”, firmados en septiembre de 2000 y marzo de 2002, respectivamente, a través de los cuales se habrían establecido acuerdos entre paramilitares y varias autoridades políticas de la región, así como aspirantes al Congreso de la República. Escrito de los peticionarios de 14 de enero de 2010, págs. 2-6.


� Sostienen que Antonio Rivera habría contactado previamente a estas personas quienes le habrían recomendado que asistiera a la referida reunión. Se indica que el señor Orlando Salgado Parody resulto posteriormente electo como Alcalde del Municipio Zapyán pero habría sido asesinado antes de ejercer el cargo. Por su parte, Felson Acuña se habría desempeñado como Alcalde de dicho Municipio en el período entre 2004 y 2007. 


� Los peticionarios citan una decisión de la Sala de Casación Penal de la CSJ de 28 de noviembre de 2007, sobre el proceso seguido al ex Fiscal 32 de la Unidad de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, Luis Francisco Becerra Araque. Escrito de los peticionarios de 14 de enero de 2010, pág. 9. 


� Al respecto, el Estado alega que existe en Colombia una “política estatal de cero tolerancia con violaciones de derechos humanos por parte de la Fuerza Pública” que se ha venido implementado desde el año 1998, con la adopción de medidas legislativas y la consolidación de “políticas públicas sobre derechos humanos y de lucha contra la impunidad” que reflejan los avances alcanzados en la protección de derechos fundamentales en Colombia.  


� Según indica el Estado, Omar Montero Martínez habría sido acusado por los delitos de homicidio agravado, desplazamiento forzado, hurto calificado y enriquecimiento ilícito. Por su parte, la acusación en contra de Fedor Jorge Nader Julio habría sido por los delitos de concierto para delinquir y desplazamiento forzado.


� De acuerdo a la información aportada por el Estado, para marzo de 2011, la investigación se encontraba divida de la siguiente forma: Radicado 1674 en etapa de “causa”, Radicado 1674-B en etapa de “instrucción” y Radicado 1674-C en “investigación previa”.. Información aportada por la Fiscalía 32 Especializada mediante oficio 87 F 32 UNDH y DIH de 18 de marzo de 2011, citado en Nota DIDH/GOI No. 32729/1479 del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia de 24 de junio de 2011, pág. 22. 


� De acuerdo a lo indicado por el Estado, con base en la información remitida por la Fiscalía 32 Especializada, el proceso respecto de esta persona (radicado bajo el No. 1674 B), se encontraría en “etapa instructiva, en espera de lograr la vinculación del señor Tovar Pupo, ya que se ha adelantado el trámite internacional del caso”. (Nota DIDH/GOI No. 32729/1479 del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia de 24 de junio de 2011, pág. 21). 


� Artículo 31(3) del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988, párrafo 64.


� CIDH, Informe No. 99/09, Petición 12.335, Gustavo Giraldo Villamizar Durán, Colombia, 29 de octubre de 2009, párr. 33.  Ver también CIDH, Informe No. 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, Informe Anual de la CIDH 1997, párrs. 96 y 97, y CIDH. Informe No. 55/97, Caso 11.137, Abella y otros, párr. 392.


� Informe Nº 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, Informe Anual de la CIDH 1997, párrafos 96 y 97.  Ver también: Informe N° 55/97, párrafo 392.  Informe N( 62/00, Caso 11.727, Hernando Osorio Correa Informe Anual de la CIDH 2000, párr. 24. 


� Ver: CIDH. Comunicado de prensa 21/08 de 14 de mayo de 2008. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.cidh.org/Comunicados/Spanish/2008/21.08sp.htm" ��http://www.cidh.org/Comunicados/Spanish/2008/21.08sp.htm� 


� El 22 de junio de 2005 el Congreso de la República de Colombia aprobó la Ley 975 de 2005, conocida como “Ley de Justicia y Paz” la cual entró en vigor tras la sanción presidencial del 22 de julio de 2005.  Al revisar la constitucionalidad de esta norma, la Corte Constitucional estableció que los desmovilizados implicados en la comisión de crímenes relacionados con el conflicto armado que quieran obtener los beneficios establecidos por la Ley 975 tendrán que colaborar con la justicia a fin de que se logre el goce efectivo de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición.  Corte Constitucional, Expediente D-6032 - Sentencia C-370/06, fundamentos hechos públicos el 13 de julio de 2006. Cfr. CIDH Informe No. 70/09 José Rusbell Lara, párr. 41.
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